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SENTENCIA N.° 222-16-SEP-CC

CASO N.° 0439-12-EP

CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

El doctor Carlos Cedeño Navarrete en calidad de rector y representante legal de
la Universidad de Guayaquil, presentó acción extraordinaria de protección el 19
de diciembre de 2011 en contra de la sentencia dictada el 23 de agosto del 2010 a
las 11:30, por el Juzgado Décimo Segundo de la Familia, Mujer, Niñez y
Adolescencia del Guayas, dentro de la acción de protección N.° 1014-2010,
mediante la cual se declara con lugar la acción de protección constitucional
interpuesta por la señora Elsa del Pozo Barrezueta, la cual fue ratificada por la
sentencia dictada por la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte
Provincial de Justicia del Guayas, el 18 de noviembre de 2011.

La Secretaría General de la Corte Constitucional, para el período de transición,
de conformidad con lo establecido en el segundo inciso del cuarto artículo
innumerado agregado a continuación del artículo 8 del Reglamento de
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, el 12 de
marzo de 2012, certificó que no se ha presentado otra demanda con identidad de
objeto y acción.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, para el período de transición,
conformada por los jueces constitucionales Patricio Pazmiño Freiré, Manuel
Viteri Olvera y Edgar Zarate Zarate, mediante providencia dictada el 24 de abril
de 2012 a las 18:25, admitió a trámite la acción extraordinaria de protección N.°
0439-12-EP.

En virtud del sorteo realizado por el Pleno de la Corte Constitucional en sesión
extraordinaria del 5 de julio de 2012, le correspondió a la jueza constitucional,
Ruth Seni Pinoargote, actuar como jueza sustanciadora.

Terminado el período de transición, el 6 de noviembre de 2012, se posesionaron
ante el Pleno de la Asamblea Nacional los jueces de la Primera Corte
Constitucional, integrada conforme lo dispuesto en los artículos 432 y 434 de
Constitución de la República h" v
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De conformidad con el sorteo realizado en sesión extraordinaria del Pleno del
Organismo el 3 de enero del 2013, le correspondió la sustanciación de la causa
N.° 0439-12-EP, al juez constitucional Patricio Pazmiño Freiré.

Mediante la Resolución N.° 0004-2016-CCE, adoptada por el Pleno del
Organismo el 8 de junio de 2016, se designó a la abogada Marien Segura
Reascos como jueza constitucional, y se dispuso que todos los procesos que se
encontraban en el despacho del juez constitucional, Patricio Pazmiño Freiré,
pasen a conocimiento de la referida jueza constitucional.

En razón de lo señalado, mediante providencia dictada el 30 de junio de 2016, la
jueza sustanciadora Marien Segura Reascos, avocó conocimiento de la causa N.°
0439-12-EP y dispuso que se notifique con el contenido de la demanda y
providencia al juez décimo segundo de la familia, mujer, niñez y adolescencia
del Guayas y a la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial del
Guayas, encuyas judicaturas se emitieron las decisiones judiciales impugnadas, a
fin de que presenten un informe motivado respecto de los argumentos expuestos
en la demanda; a la señora Elsa del Pozo Barrezueta; al procurador general del
Estado y al legitimado activo en las casillas constitucionales señaladas para el
efecto.

Decisiones judiciales impugnadas

La decisión judicial impugnada es la sentencia dictada el 23 de agosto de 2010 a
las 11:30, por el Juzgado Décimo Segundo de la Familia, Mujer, Niñez y
Adolescencia del Guayas, dentro de la acción de protección N.° 1014-2010, que
en la parte pertinente, resolvió:

Guayaquil, 23 de Agosto del 2010; Las llh30.- Vistos: (...) Loresuelto porla Dirección
Provincial de Educación del Guayas, constituye un verdadero acto ilegítimo que vulnera
los derechos y las garantías constitucionales de igualdad, debido proceso, seguridad
jurídica y otros derechos que han sido referidos y citados en la presente resolución,
ocasionándoles un grave daño a los accionantes, coartando sus derechos a percibir un
valor significativo que le permita una subsistencia digna, al menos por un tiempo
prudente, luego de haber dedicado los mejores años de su vida a formar juventudes,
profesión que lamentablemente no ha sido reconocida de la forma como debe ser,
considerando que con sus enseñanzas han sentado las bases de los niños que constituyen
en el futuro de la Provincia y la patria; por tanto al estar frente a un acto que afecta
evidentemente las pretensiones de los accionantes, se torna procedente la Acción de
Protección, cumpliéndose los presupuestos establecidos en el Art. 88 Ibídem en uso de
sus facultades legales, este operador de justicia como tutelar de las garantías
constitucionales. Existe un principio fundamental que se puede considerar que es
irrefutable e irrebatible como es el principio de la supremacía constitucional y los
operadores de justicia en nuestras calidades de jueces constitucionales, debemos aplicarla
basándonos en los derechos humanos y fundamentales. RESUELVE:
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ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL
ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA
REPÚBLICA DEL ECUADOR declara con lugar la presente Acción de Protección
deducida por la Psicóloga Clínica Elsa Del Pozo Barrezueta...

De igual forma, el accionante impugna la sentencia dictada el 18 de noviembre
de 2011, por la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de
Justicia del Guayas, la cual en lo principal, estableció:

Guayaquil, 18 de noviembre del 2011; a las 09h30.

VISTOS: (...) En definitiva, se ha vulnerado, entre otros, las garantías de la Constitución
de la República del Ecuador siguientes: artículos 11, discriminación; trabajo con
remuneración justa; 66.4, derecho a igualdad formal, material y no discriminación; 229,
irrenunciabilidad de derechos; 325, garantía del Estado al derecho al trabajo; 326.4 a
trabajo igual corresponderá igual remuneración.- SÉPTIMO: Al encontrar vulneración de
derechos de la accionante corresponde señalar las reparaciones. Entre lo que es objeto de
reparación está el de naturaleza económica.- Por las consideraciones expuestas, esta
Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia del Guayas,
"ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL

ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA
REPÚBLICA", en los términos precedentes se confirma la sentencia recurrida.- En
consecuencia se dispone que la Universidad de Guayaquil restituya a la actora la partida
de la cuenta especial que le corresponda como profesional psicóloga clínica del
Consultorio Psicológico Popular...

Antecedentes del caso en concreto

El 29 de julio de 2010, la señora Elsa del Pozo Barrezueta presentó una demanda
de acción de protección en contra de la Universidad Estatal de Guayaquil,
solicitando que se declare la vulneración de su derecho al trabajo y a la igualdad
laboral, al haberle mantenido en una situación laboral irregular desde la fecha de
ingreso, al otórgale una partida como médico tratante y no como psicóloga
clínica, trasladándole finalmente a una función administrativa con las mismas
funciones originales de psicología clínica, pero con el sueldo de una empleada
administrativa.

Dicha demanda en primera instancia fue conocida por el juez décimo segundo de
la familia, mujer, niñez y adolescencia del Guayas, quien mediante sentencia del
23 de agosto de 2010, resolvió declarar con lugar la presente acción de
protección.

El accionado interpuso recurso de apelación, el mismo que fue resuelto mediante
la sentenciare! 18 de noviembre de 2011 a las 09:30, por la Segunda Sala de
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Civil y Mercantil de la Corte Provincial de Justicia del Guayas, quienes en lo
principal, resuelven confirmar la sentencia recurrida.

En tal virtud, por considerar que esta sentencia atenta a derechos
constitucionales, el doctor Carlos Cedeño Navarrete en calidad de rector y
representante legal de la Universidad de Guayaquil, el 19 de diciembre de 2011,
presentó acción extraordinaria de protección.

Argumentos planteados en la demanda

El accionante sostiene que la sentencia impugnada omitió los artículos 76 y 426
de la Constitución de la República en concordancia con el artículo 42 numeral 4
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

Por lo que a su criterio, la sentencia impugnada, no se encuentra motivada, de
conformidad con lo previsto en el artículo 76 numeral 7 literal I de la
Constitución de la República, en concordancia con el artículo 4 numeral 9 de la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

De esta forma, el accionante precisa que el Diccionario de la Lengua define a la
motivación como la acción y efecto de motivar; es decir, explicar el motivo que
se tiene para hacer una cosa, esto es explicar por qué y con qué fundamento se
expide el acto normativo.

Por lo que a su criterio se puede mencionar que las resoluciones o fallos, de
cualquier caso, deben ser motivadas y que no habrá motivación si en la
resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda, y no
se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho, lo cual
acarrea la nulidad del acto. En este sentido, señala que la falta de motivación
sobre el porqué se denegaron los artículos antes mencionados acarrea la nulidad
de la sentencia.

Derechos constitucionales presuntamente vulnerados

La argumentación del accionante se centra en lo principal, en alegar que las
decisiones judiciales que impugna, vulneran su derecho constitucional al debido
proceso en la garantía de la motivación, consagrado en el artículo 76 numeral 7
literal 1de la Constitución de la República.

Pretensión

El accionante solicita que los jueces de la Corte Constitucional "se sirvan en
sentencia dejar sin efecto la resolución impugnada...".
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Contestación a la demanda

Legitimados pasivos

El juez décimo segundo de la familia, mujer, niñez y adolescencia del Guayas,
así como los jueces de la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte
Provincial de Justicia del Guayas, pese a haber sido notificados en legal y debida
forma con la demanda y providencia emitida por esta Corte, no han presentado su
respectivo informe de descargo de los argumentos expuestos en esta acción.

Procuraduría General del Estado

El abogado Marcos Arteaga Valenzuela, director nacional de Patrocinio,
delegado del procurador general del Estado, compareció a foja 22 del expediente
constitucional, y señaló la casilla constitucional N.° 18 para recibir las
notificaciones que le correspondan, sin emitir pronunciamiento alguno sobre los
fundamentos de la presente acción constitucional.

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE

CONSTITUCIONAL

Competencia

La Corte Constitucional es competente para conocer y pronunciarse sobre las
acciones extraordinarias de protección, en virtud de lo establecido en los
artículos 94 y 437 de la Constitución de la República, en concordancia con los
artículos 63 y 191 numeral 2 literal d de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, de acuerdo con el artículo 3 numeral 8
literal c y tercer inciso del artículo 46 de la Codificación del Reglamento de
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional.

Legitimación activa

El artículo 59 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, señala: "La acción extraordinaria de protección puede ser
interpuesta por cualquier persona o grupo de personas que han o hayan debido
ser parte en un proceso por sí mismas o por medio de procurador judicial".

Por tanto, el accionante Carlos Cedeño Navarrete se encuentra legitimado para
presentar esta acción extraordinaria de protección, en virtud de cumplir con el
equerimiento establecido en el artículo 437 de la Constitución de la República

del Ecuador, que dispone: "Los ciudadanos de forma individual o colectiva
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podrán presentar una acción extraordinaria de protección contra sentencias, autos
definitivos...", y de conformidad con el artículo 439 ibidem, que dice: "Las
acciones constitucionales podrán ser presentadas por cualquier ciudadana o
ciudadano individual o colectivamente".

Naturaleza de la acción extraordinaria de protección

Como ya se lo ha señalado en reiterados pronunciamientos, la Corte
Constitucional, por medio de la acción extraordinaria de protección, se
pronunciará respecto de dos cuestiones principales: la vulneración de derechos
constitucionales o la violación de normas del debido proceso. En este orden,
todos los ciudadanos, en forma individual o colectiva, podrán presentar una
acción extraordinaria de protección en contra de decisiones judiciales en las que
se hayan vulnerado derechos reconocidos en la Constitución, mecanismo previsto
para que la competencia asumida por los jueces esté subordinada alos mandatos
del ordenamiento supremo y ante todo, respeten los derechos de las partes
procesales.

Determinación de los problemas jurídicos

En virtud de las argumentaciones expuestas en la demanda de acción
extraordinaria de protección, la Corte Constitucional establece los siguientes
problemas jurídicos a ser resueltos:

1. La sentencia dictada por la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte
Provincial de Justicia del Guayas, el 18 de noviembre de 2011, ¿vulneró el
derecho constitucional al debido proceso en la garantía de la motivación,
previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 1 de la Constitución de la
República?

2. La sentencia expedida el 23 de agosto de 2010, por el Juzgado Décimo
Segundo de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia del Guayas, ¿vulneró el
derecho constitucional al debido proceso en la garantía de la motivación,
previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 1 de la Constitución de la
República?

Resolución de los problemas jurídicos

1. La sentencia dictada por la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la
Corte Provincial de Justicia del Guayas, el 18 de noviembre de 2011,
¿vulneró el derecho constitucional al debido proceso en la garantía de la
motivación, previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 1?
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La Constitución de la República en el artículo 76, establece que en todo proceso
de cualquier orden debe asegurarse el debido proceso, el mismo que de acuerdo a
lo dicho por esta Corte en sentencias anteriores, se convierte en un pilar
fundamental para la defensa de los derechos de las personas intervinientes dentro
de un juicio, articulándose alrededor de este una serie de principios y garantías
básicas que conllevan a una correcta administración de justicia, encontrando
entre estas garantías, el derecho a la defensa y a su vez, la motivación de las
resoluciones, entre otras.

Así, el debido proceso se encuentra establecido en el artículo 76 de la
Constitución de la República del Ecuador, que señala: "En todo proceso en el que
se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el
derecho al debido proceso...".

De esta forma tal como fue señalado una de las garantías básicas de este derecho,
es la motivación, la cual conforme lo determinado en el artículo 76 numeral 7
literal 1de la Constitución de la República, consiste en:

1) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación
si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no
se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos
administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se
considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados...

Así en la misma línea, la Corte Constitucional del Ecuador en la sentencia N.°
057-14-SEP-CC, dictada dentro del caso N.° 0421-13-EP, ha establecido:

La motivación es un mecanismo de aseguramiento de la racionalidad en las decisiones de
los organismos que ejercen potestades públicas. Permite observar a los directamente
afectados y a la sociedad en general, cual es la justificación presentada por quien ha
adoptado la decisión; para así, permitir efectuar un efectivo control del ejercicio del
poder, el que constituye premisa necesaria para la consecución del estado constitucional
de derechos y justicia1.

Por lo que la motivación se constituye en la justificación de la autoridad judicial
sobre las razones por las cuales expidió su decisión con el objetivo de que la
ciudadanía conozca el proceso intelectual efectuado para emitir la conclusión
final del caso concreto.

Una vez determinado lo que implica el debido proceso y la garantía de la
motivación, es necesario recordar los parámetros establecidos por la Corte
Constitucional para verificar el cumplimiento de esta garantía, siendo estos: a)

Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 057-14-SEP-CC, caso N.° 0421-13-EP.
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Razonabilidad, el cual implica que la decisión se encuentre fundada en normas
constitucionales y legales que sean pertinentes al caso concreto, y que en tal
virtud, los argumentos del órgano judicial no contradigan estas; b) Lógica en el
sentido de que la decisión debe encontrarse fundada en premisas determinadas
sistemáticamente, a partir de las cuales se emita la decisión del caso, y c)
Comprensibilidad, requisito que exige que todas las decisiones judiciales sean
elaboradas con un lenguaje claro y sencillo, que permita su efectivo
entendimiento porparte del auditorio social.

Siendo así la Corte Constitucional procederá a realizar un examen de la sentencia
impugnada a través de la presente acción extraordinaria de protección, sobre
estos tres parámetros, a efectos de establecer si la misma se encuentra
debidamente fundamentada, debiendo precisar que el caso concreto proviene de
la resolución de una acción de protección, la cual se constituye en una garantía
jurisdiccional creada en la Constitución del 2008 con el objetivo de proteger
derechos constitucionales.

El artículo 88 de la Constitución de la República, establece que:

La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos
reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una violación de
derechos constitucionales, por acto u omisiones de cualquier autoridad pública no
judicial; contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de
los derechos constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si
la violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si
actúa por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de
subordinación, indefensióno discriminación.

En este sentido, la acción de protección se constituye en aquella garantía
jurisdiccional que tiene como objetivo fundamental el amparo directo yeficaz de
los derechos reconocidos en la Constitución de la República, razón por la cual su
ámbito de análisis es amplió en tanto protege "todos los derechos reconocidos en
la Constitución" y además, aquellos que se deriven de la dignidad de las personas
conforme lo determinado en la cláusula abierta establecida en el artículo 11
numeral 7 del texto constitucional.

Es así que este Organismo ha señalado en la sentencia N.° 175-14-SEP-CC,
dictada dentro del caso N.° 1826-12-EP, lo siguiente:

Siendo así, es preciso señalar que si bien en el ordenamiento jurídico existe una
protección de orden constitucional y una protección de orden legal para ciertos
contenidos de los derechos, corresponde a los jueces, en un ejercicio de razonabilidad y
fundamentación, determinar, caso a caso, en qué circunstancias se encuentran ante una
vulneración de derechos como tal, por existir una afectación de su contenido; y en quém
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circunstancias, el caso puesto a su conocimiento se refiere a un tema de legalidad, que
tiene otras vías idóneas para ser resuelto.

De igual forma, considerando que los jueces constitucionales son los
protagonistas de la protección de derechos constitucionales, en el conocimiento
de las garantías jurisdiccionales se encuentran en la obligación de observar lo
dispuesto en la normativa constitucional y por tanto no contradecir sus
disposiciones. En este escenario, los jueces constitucionales deben centrar su
análisis en la verificación de la vulneración de derechos, a fin de que la garantía
cumpla el objetivo por la cual fue creada.

Ahora bien, una vez que la Corte Constitucional ha establecido el escenario
jurídico frente al cual nos encontramos, procederá a analizar si la sentencia
impugnada cumple con los parámetros antes referidos.

Razonabilidad

Del requisito de razonabilidad, la Corte Constitucional ha señalado que el mismo
se cumple cuando los fundamentos de las decisiones judiciales se encuentran en
armonía con los principios constitucionales, además de las leyes que integran el
ordenamiento jurídico del Estado2. En este sentido, para determinar si una
decisión o fallo judicial es razonable, se debe observar la referencia a las normas,
tanto constitucionales como legales, a las cuales el juzgador recurrió al momento
de emitir su fallo dentro de un caso determinado.

Del análisis de la decisión judicial impugnada se evidencia que los jueces
constitucionales en el considerando primero, declaran la validez del proceso,
mientras que en el considerando segundo establecen su competencia para
pronunciarse respecto del caso concreto, en función de lo determinado en los
artículos 8 numeral 8 y 24 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional, y del artículo 86 numeral 3 inciso segundo de la
Constitución de la República, normas que regulan a la acción de protección.

En el considerando sexto, la Sala se refiere al artículo 88 de la Constitución de la
República que consagra a la acción de protección, posteriormente se refiere a los
artículos 11,66 numeral 4, 229,325 y 326 numeral 4 de la norma ibidem.

Por las consideraciones expuestas, la Corte Constitucional del Ecuador evidencia
que la sentencia se encuentra sustentada en las premisas jurídicas que
correspondían en atención a la naturaleza de la acción de protección, ya que la
Sala por una parte, establece su competencia fundamentándose en las normas que

Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.°097-14-SEP-CC, caso N.°0329-12-EP.
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corresponden y por otra parte, se refiere a la naturaleza de esta garantía
jurisdiccional, citando para el efecto el contenido del artículo 88 de la
Constitución de la República, por lo que se cumple con el requisito de
razonabilidad.

Lógica

La sentencia impugnada inicia refiriéndose al recurso de apelación presentado
por el doctor Carlos Cedeño Navarrete en calidad de rector de la Universidad de
Guayaquil. En el considerando primero, declara la validez de la causa y en el
segundo, establece su competencia para conocer el caso concreto.

Por su parte, la sentencia en el considerando tercero, se refiere alos antecedentes
del caso, señalando que:

Ante el indicado Juez, comparece Elsa del Pozo Barrezueta por sus propios derechos y
presenta acción de protección en contra de la Universidad de Guayaquil, representada por
su rector Dr. Carlos Cedeño Navarrete, cuya demanda sintetizada dice: Que con fecha 9
de septiembre de 1987, mediante oficio No. 336-D87, remitido por el Ledo. Solón
Villavicencio Loor, Decano de laentonces Facultad de Ciencias Psicológicas, sesolicita
al Dr. Jaime Pólit Alcívar la contratación de la Psicóloga Clínica Elsa del Pozo
Barrezueta (...) Indica que la contratación fue hecha para la atención directa apacientes,
como profesional de la salud con un carga laboral de 4horas de acuerdo a lo establecido
en el Código de la Salud y en la Ley de Remuneraciones del Sector Público.- Que
mediante contrato No. 005 por servicios profesionales de fecha 2 de febrero de 1988
(transcurridos 5 meses desde la fecha que ingreso la Psicóloga Clínica Elsa del Pozo) se
le realizó un contrato que no reuma los requisitos aprobados por la autoridad
nominadora...

Eneste sentido, la Sala resume todos los argumentos expuestos por la accionante
en su demanda de acción de protección, donde en lo principal describía todos los
sucesos que se efectuaron desde que ingresó a la Universidad de Guayaquil. En el
considerando cuarto, la Sala establece que la accionante indica como derechos
vulnerados los concernientes al trabajo e igualdad, por lo que nuevamente se
refiere a lo señalado por la accionante en su acción de protección, donde indica
que:

... la Universidad de Guayaquil ha violado expresamente su derecho al trabajo y a la
igualdad laboral, almantenerla presupuestariamente en calidad de apoyo administrativo y
no en calidad de profesional de la salud y debido a que desde el año 1987 en que ingresó
a laborar a la Universidad Estatal de Guayaquil se le asignó una partida de médico
tratante la cualno corresponde a sus funciones reales como psicóloga clínica a cargo de la
atención de pacientes del consultorio psicológico popular desde la fecha citada.- Que la
Universidad de Guayaquil, violentó el derecho adquirido a un trato laboral justo, al
haberla cambiado de manera arbitraria de la partida presupuestaria No. 170.111.1
asignada a un profesional de la salud a la partida presupuestaria No. 510015 (...) Que la



Corte
Constitucional
delecuador

Caso N.° 0439-12-EP Página 11 de 20

Universidad de Guayaquil ha desconocido expresamente la vigencia de la Ley de
Federación de Psicólogos Clínicos y deía normativa en materia de salud...

Por su parte, en el considerando quinto, la Sala precisa que calificada y admitida
la demandarse dispuso citar a los accionados y al procurador general del Estado
y se convocó a las partes a audiencia pública, por lo que procede a referirse a lo
señalado por las partes en dicha audiencia.

Én el considerando sexto, la Sala cita el contenido del artículo 88 de la
Constitución de la República y manifiesta:

Del análisis del libelo deducida por la accionante, se infiere que existen vulneración a
derechos constitucionales de ella, por cuanto se ha mantenido por más de 22 años
laborando en una categoría distinta a la contratada, se le ha venido pagando una
remuneración conforme consta en el acto contractual de médico tratante del consultorio

popular y no como de Psicóloga Clínica ejerciendo las funciones de dirección y
posteriormente se sustituye la partida presupuestaria que por más de 20 años la venía
manteniendo por la de cargo administrativo, notándose que los accionados tomaron una
decisión arbitraria y unilateral...

A partir de este análisis, la Sala sin referirse a los derechos alegados en la
demanda como vulnerados, se limita a señalar que: "En definitiva, se ha
vulnerado, entre otros, las garantías de la Constitución de la República del
Ecuador siguientes: artículos 11, discriminación; trabajo con remuneración justa;
66.4, derecho a igualdad formal, material y no discriminación; 229,
irreriunciabilidad de derechos; 325, garantía del Estado al derecho al trabajo;
326.4 a trabajo igual corresponderá igual remuneración".

Sin embargo, la Sala no explica las razones por las cuales concluye que se
vulneró cada uño de estos derechos, ya que del análisis dé la sentencia y
conforme ha sido señalado, la Sala se limita a declarar su vulneración, sin
referirse siquiera a su contenido, y mucho menos, relacionarlos con los hechos
del caso concreto.

Al respecto, la Corte Constitucional debe señalar que los jueces constitucionales
en el conocimiento de una acción de protección, deben emitir su motivación
analizando los hechos del caso concreto en relación con los derechos
constitucionales alegados como vulnerados en la demanda, a partir de lo cual
determinen si en el caso concreto, se efectuó tal vulneración o no, lo cual debe
guardar relación con la decisión final del caso.

Por lo que, la mera declaración de vulneración de derechos constitucionales en la
ecisión que resuelva una garantía jurisdiccional, sin la justificación de las
ázones por las cuales estos derechos fueron vulnerados, de ninguna manera
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cumple con la exigencia de motivación. Respecto de lo señalado, la Corte
Constitucional en la sentencia N.° 158-15-SEP-CC, señaló:

Por lo expuesto, se debe destacar que la "verificación de la vulneración de derechos" no
se limita a la declaratoria de violación de un derecho, ya que para ello el juez
constitucional debe demostrar el camino seguido para llegar a esta conclusión. Esta Corte
ha sido reiterativa en determinar que la acción de protección exige una argumentación
racional por parte de la autoridad judicial, que se formule a partir de un análisis de los
hechos de un caso concreto contrastados con los derechos supuestamente vulnerados.
Siendo así, los jueces se encuentran en la obligación de determinar de qué forma una
conducta determinada transgrede o limita un derecho constitucional, en tanto dentro del
actual modelo constitucional, estos se constituyen en los actores protagónicos de la
defensa de derechos constitucionales3.

En tal razón, la Sala en función de este análisis incompleto respecto de la
vulneración de derechos, resolvió confirmar la sentencia dictada en primera
instancia.

Por las consideraciones expuestas, la Corte Constitucional evidencia que la
sentencia no se encuentra conformada en virtud de las premisas que
correspondían, en razón de que la Sala se limita a enunciar los hechos del caso
concreto y posteriormente, sin un análisis de las premisas jurídicas pertinentes, ni
mucho menos de la valoración de la contraposición de estas premisas, declara la
vulneración de derechos constitucionales. Por lo que la decisión carece de una
estructura lógica, a partir de la cual las premisas que la conforman no se
encuentren relacionadas entre sí, y con la decisión del caso.

En este sentido, la sentencia es ilógica, ya que esta falta de fundamentación en las
premisas que eran indispensables para la resolución del caso concreto, generó
que la garantía jurisdiccional incumpla el fin para el cual fue creada.

Por lo expuesto, la Corte Constitucional concluye que la sentencia incumplió el
requisito de lógica.

Comprensibilidad

En cuanto a este requisito, se evidencia que si bien la decisión se encuentra
elaborada a través del empleo de palabras claras y sencillas, las ideas expuestas al
no guardar la debida relación entre sí, y ser incompletas, generan que la decisión
no pueda ser comprendida por parte del gran auditorio social, por lo que se
incumple este requisito.

' Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 158-15-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 1233-11-EP.
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En consecuencia, la sentencia analizada al incumplir los requisitos de lógica y
comprensibilidad vulnera el derecho constitucional al debido proceso en la
garantía de la motivación.

2. La sentencia expedida el 23 de agosto de 2010, por el Juzgado Décimo
Segundo de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia del Guayas, ¿vulneró
el derecho constitucional al debido proceso en la garantía de la
motivación, previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 1 de la
Constitución de la República?

El accionante en su demanda de acción extraordinaria de protección, manifiesta
que la sentencia dictada por el juez décimo segundo de la familia, mujer, niñez y
adolescencia del Guayas vulnera el derecho constitucional al debido proceso en
la garantía de la motivación, por cuanto: "En el presente caso, la falta de
motivación sobre el porqué se denegaron los artículos antes mencionados
acarrean la nulidad de la Sentencia".

Por consiguiente, corresponde a la Corte Constitucional verificar si la sentencia
impugnada cumple con los requisitos de razonabilidad, lógica y
comprensibilidad.

Razonabilidad

En el caso objeto de análisis -de la sentencia esgrimida por parte del juez de
instancia-, se observa que inicia su análisis estableciendo su competencia de la
siguiente manera: "El suscrito Juez Décimo Segundo de la Familia, Mujer, Niñez
y Adolescencia de Guayaquil, es competente para su conocimiento conforme al
sorteo de ley a fojas 43...", por lo que el juez no se sustenta en ninguna de las
disposiciones constitucionales y legalespara establecer su competencia.

En cuanto a la naturaleza de la acción, el juez de instancia en el considerando
cuarto, determina las normas aplicables para la tramitación de la acción de
protección, siendo estas: el artículo 88 de la Constitución de República del
Ecuador, así como también el artículo 33 respecto del derecho al trabajo; artículo
424 y 11 numeral 3, que se refieren a la aplicación directa de los derechos y
garantías establecidos en la Constitución y los instrumentos internacionales, y
menciona el derecho de toda persona a ser escuchada públicamente y con
justicia, mediante un tribunal independiente respetando sus garantías.

Por las consideraciones expuestas, se evidencia que si bien el juez constitucional
para referirse a la naturaleza de la garantía jurisdiccional se sustenta en las
isposiciones constitucionales que corresponden, no lo hace en ninguna

www.corteconstitucional.gob.ee

Av. 12 de Octubre NI 6-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al parque El Arbolito)

Telfs.: (593-2) 394-1800

email: comunicacion@cce.gob.ec
Ecuador



Caso N.° 0439-12-EP Página 14 de 20

disposición jurídica para determinar su competencia, por lo que la decisión se
torna irrazonable, conforme lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia N.°
089-16-SEP-CC, en la que precisó: "Sin embargo, no se desprende que el juez
establezca su competencia para conocer el caso concreto a partir de alguna
disposición jurídica. Por tal razón, al evidenciarse esta omisión por parte de la
autoridad judicial, la Corte Constitucional concluye que la sentencia incumple el
requisito de razonabilidad"4.

Lógica

Del análisis del cumplimiento de la lógica en la sentencia impugnada, se
desprende que el juez inicia su decisión refiriéndose a las argumentaciones
constantes en la acción de protección presentada por la señora Elsa del Pozo
Barrezueta, en la que señala: "... comparece la Psicóloga Clínica Elsa del Pozo
Barrezueta, proponiendo una acción de protección contra el Dr. Carlos Cedeño
Navarrete, Rector de la Universidad de Guayaquil, el Decanto de la Facultad de
Ciencias Psicológicas y el Consejo Directivo de dicha Facultad, el 29 de julio de
2010, tal como se desprende del sorteo que corre a fojas 43...".

Así, realiza un recuento de los principales argumentos expuestos por la actora en
su acción de protección, entre los cuales alegaba que el cargo actual que ejerce es
meramente nominativo, asimismo que se ha desconocido la vigencia de la Ley de
Federación de Psicólogos Clínicos y de la normativa en materia de salud. A
continuación el juez precisa que admitida la demanda al trámite especial
constitucional, el 9 de agosto de 2010, se convocó a las partes a audiencia
pública de conformidad con lo previsto en el artículo 14 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

En el considerando primero declara su competencia para conocer el caso
concreto, sin sustentarse en ninguna disposición jurídica, mientras que en el
considerando segundo, declara la validez del proceso. Por su parte, en el
considerando tercero, el juez señala: "En audiencia pública realizada el 19 de
agosto del 2010 a las quince horas diez minutos, en la especie consta en proceso,
la actuación de cada uno de los intervinientes, como de su réplica...".

En el considerando cuarto, el juez inicia el análisis del caso concreto, para lo cual
en primer lugar cita el contenido del artículo 88 de la Constitución de la
República, así como del artículo 11 numerales 3, 4, 5 y 6 de la norma ibidem. A
continuación la Sala precisa: "De todo lo expuesto podemos concluir que el
Estado ecuatoriano se encuentra en mora legislativa con los trabajadores en
general, El Art. 33.- DE LA CONSTITUCIÓN DEL ECUADOR DICE EL

4Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.°089-16-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 1848-13-EP.
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trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de la
realización personal y base de la economía (...) Lo que no se ha dado en la
persona de la recurrente, conforme consta en los diferentes anexos incorporados
a la presente acción...".

Del análisis de este extracto de la sentencia, se evidencia que el juez se limita a
citar las normas mencionadas sin referirse a su contenido, tal es el caso que
posteriormente, al enunciar el artículo 33 de la Constitución, concluye que este
derecho no ha sido cumplido para la accionante, sin embargo no fundamenta las
razones por las cuales emite esta conclusión, en tanto a continuación cita el
contenido de los artículos 417,423 y 424 de la Constitución de la República.

En este sentido, el juez determina que "respecto (sic) a la alegación de la parte
accionada, referente a que tenía que agotarse la vía Administrativa, para poder
interponer una Acción de Protección, como esta expresado en líneas anteriores,
este absurdo criterio es de legalidad y la presente acción es de la vulneración de
derechos constitucionales", esta argumentación de la Sala fue expedida después
de citar las disposiciones constitucionales mencionadas, sin establecer un hilo
conductor a partir del cual el juez proceda a referirse a la alegación de la
institución accionada. En igual sentido, se evidencia que el juez define que las
argumentaciones vertidas por la Universidad de Guayaquil son de legalidad sin
emitir las razones por las cuales emite este criterio.

A continuación, la Sala cita nuevamente el contenido del artículo 11 numeral 3
de la Constitución de la República, así como de los artículos 8, 10, 22 y 25
numeral 1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sin emitir
ninguna valoración al respecto. En este escenario, se desprende que el juez a
continuación, señala:

Lo resuelto por la Dirección Provincial de Educación del Guayas, constituye un
verdadero acto ilegítimo que vulnera los derechos y las garantías constitucionales de
igualdad, debido proceso, seguridad jurídica y otros derechos (...) ocasionándoles un
grave daño a los accionantes, coartando sus derechos a percibir un valor significativo que
le permita una subsistencia digna (...) luego de haber dedicado los mejores años de su
vida a formar juventudes...

Extracto que carece de sentido, ya que en el presente caso la institución
demandada era la Universidad de Guayaquil, más no la Dirección Provincial de
Educación del Guayas como asegura el juez constitucional, por lo que la Corte
Constitucional evidencia que el párrafo transcrito ni siquiera corresponde a la
acción de protección materia de análisis.
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En función de este análisis, que no corresponde al caso concreto, el juez resuelve
declarar conlugar la acción de protección propuesta.
Por las consideraciones expuestas, la Corte Constitucional evidencia que la
sentencia analizada no se encuentra conformada por las premisas que
correspondían, ya que el juez constitucional en su análisis, se limita a transcribir
varias disposiciones constitucionales yconvencionales, sin referirse a los hechos
del caso concreto, tal es así que señala que el derecho al trabajo de la accionante
no ha sido observado, sin embargo no existe ningún análisis que permita
sustentar esta afirmación.

De igual forma, se evidencia que el juez previo a emitir su decisión del caso,
incluye aesta un párrafo que no corresponde aesta acción de protección, ya que
se refiere a la Dirección Provincial de Educación del Guayas, así como a los
accionantes, y en este caso, la acción de protección, fue presentada por una sola
actora que fue la señora Elsa del Pozo Barrezueta en contra de la Universidad de
Guayaquil.

En virtud de lo señalado, la sentencia no se encuentra sustentada en premisas
lógicas, que guarden relación con la decisión de aceptar la acción de protección,
por lo que la sentencia incumple el requisito de lógica.

Comprensibilidad

Finalmente y en cuanto al requisito de comprensibilidad, se desprende que la
sentencia al contener premisas que no corresponden, además de carecer de las
que eran necesarias para el caso concreto, genera que la sentencia no pueda ser
comprendida por lo que se incumple este requisito.

Por lo manifestado, la sentencia analizada, al incumplir los requisitos de
razonabilidad, lógica y comprensibilidad, vulnera el derecho constitucional al
debido proceso en la garantía de la motivación.

Consideraciones adicionales de la Corte Constitucional

La Corte Constitucional en su papel de "máximo órgano de control,
interpretación constitucional y de administración de justicia en esta materia",
considerando que las sentencias analizadas provienen de una garantía
jurisdiccional cuyo objetivo es la tutela directa y eficaz de los derechos
constitucionales, con la finalidad de garantizar una tutela judicial efectiva y
expedita, considera necesario en aplicación del principio iura novit curia,
examinar la pretensión de la legitimada activa, para verificar si efectivamente la
vulneración de derechos invocados por la accionante, es tutelable mediante una
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acción de protección, tal como la Corte lo hizo en la sentencia N.° 178-16-SEP-
CC, por lo que determina el siguiente problema jurídico:

La pretensión de la accionante en la acción de protección en relación a la
vulneración de su derecho al trabajo, como consecuencia de la inobservancia
de las disposiciones previstas en la Ley de Federación de Psicólogos Clínicos,
¿era un asunto propio de conocimiento y tutela mediante una acción de
protección?

Del análisis del expediente constitucional se evidencia que la señora Elsa del
Pozo Barrezueta presentó acción de protección en contra de la Universidad de
Guayaquil, por cuanto determina que dicha institución la mantuvo en una
situación irregular, ya que se le asignó otra partida con funciones administrativas
de segundo orden, ante lo cual señala: "... me han colocado de manera irregular,
las funciones de psicóloga clínica profesional, con sueldo de administrativa,
violentando de esta manera mi derecho a la igualdad laboral y al derecho
fundamental al trabajo".

En este sentido, la actora además señaló que la universidad no observó lo
dispuesto en la ley, manifestando que:

Hay que señalar que para el efecto que la Ley específicamente le asigna un trato distinto
al psicólogo clínico por considerarlo un profesional de la salud mental y por lo tanto lo
incluye sujeto al Código de la Salud, con el tratamiento diferenciado, producto de la
actividad que realiza en el trato al paciente. Al efecto vale citar la LEY DE LA
FEDERACIÓN ECUATORIANA DE PSICÓLOGOS CLÍNICOS PARA EL
EJERCICIO, PERFECCIONAMIENTO Y DEFENSA PROFESIONAL DEL
PSICÓLOGO CLÍNICO (...) LA UNIVERSIDAD DE GUAYAQUIL HA
DESCONOCIDO EXPRESAMENTE LA VIGENCIA DE A LEY DE FEDERACIÓN
DE PSICÓLOGOS CLÍNICOS Y DE LA NORMATIVA EN MATERIA DE SALUD,
QUE ES APLICABLE A MI CASO...

En tal sentido y una vez que la Corte Constitucional se ha referido a las
argumentaciones de la actora al presentar su acción de protección, estima
indispensable determinar en qué consiste el derecho al trabajo.

Así, el derecho al trabajo se encuentra consagrado en el artículo 33 de la
Constitución de la República, el cual determina que: "El trabajo es un derecho y
un deber social, y un derecho económico, fuente de realización personal y base
de la economía. El estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto
a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el
desempeño de un trabajo saludable y libremente escogido o aceptado". Por su

rte, el artículo 325 ibidem, establece que: "El Estado garantizará el derecho al
abajo. Se reconocen todas las modalidades de trabajo, en relación de
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dependencia o autónomas, con inclusión de labores de autosustento y cuidado
humano; y como actores sociales productivos, a todas las trabajadoras y
trabajadores".
Por lo expuesto, el derecho al trabajo es un derecho reconocido a todas las
personas, el cual es denominado además como un deber social, cuya protección
corresponde ser garantizada por el Estado a través de las garantías de acceso,
protección y respeto.

La Corte Constitucional respecto de este derecho, ha señalado: "De la normativa
yjurisprudencia constitucional transcrita, se desprende que el derecho al trabajo,
es un derecho de fundamental importancia, por cuanto garantiza a todas las
personas la realización de un trabajo digno, acorde a las necesidades del ser
humano, en el cual se les permita desempeñarse en un ambiente óptimo, con una
remuneración justa y racional"5.

De igual forma, la Corte Constitucional en la sentencia N.° 016-16-SEP-CC,
determinó que:

De la disposición constitucional citada, se desprende que el Estado deberá garantizar a
las personas trabajadoras el respeto a su dignidad. Por lo expuesto, este derecho se
encuentra íntimamente relacionado con otros derechos constitucionales, tal es elcaso de
la dignidad humana (...). La relación entre estos dos derechos además se encuentra
establecida en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
artículo 7 literal a en el que se establece como derecho de toda persona: "(...)
Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las
disposiciones del presente Pacto". Dicho esto, el Estado debe velar para que las
condiciones laborales sean ejercidas en observancia del ejercicio de los derechos y
principios constitucionales como la irrenunciabilidad de los derechos laborales,
desarrollar labores en un ambiente adecuado y propicio que garantice su salud,
integridad, seguridad, higiene ybienestar, entre otros6.

Por lo expuesto, el derecho al trabajo es esencial para el desarrollo del ser
humano, puesto que asegura el disfrute de otros derechos constitucionales de
fundamental importancia.

No obstante de lo señalado, es importante indicar que el derecho al trabajo al
igual que otros derechos constitucionales como el derecho a la propiedad, tiene
una doble dimensión, en tanto por una parte cuenta con una dimensión
constitucional y por otra parte, pertenece a una dimensión legal. Al respecto, la
Corte Constitucional en la sentencia N.° 204-16-SEP-CC, señaló:

5Corte Constitucionaldel Ecuador, sentencia N.°204-16-SEP-CCdictada dentro del caso N.°1153-11-EP.
6CorteConstitucional del Ecuador,sentenciaN.°016-16-SEP-CC dictadadentro del caso N.°2014-12-EP.
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De ahí que al ser el derecho al trabajo un medio para lograr la justiciasocial y la dignidad
humana, el juez constitucional deberá identificar si la controversia laboral que ha sido
puesto en su conocimiento se enmarca en dichos propósitos y por lo tanto, se constituye
en objeto de análisis de la justicia constitucional a través de las garantíasjurisdiccionales
o si al contrario, corresponde a una materia cuyo análisis le compete a la justicia
ordinaria, por cuanto pretende la declaración de un derecho y su respectiva titularidad,
para lo cual el ordenamiento jurídico ha previsto las acciones ordinarias pertinentes,
conforme se lo explicó en el problema jurídico anterior7.

En el caso concreto, la actora de la acción de protección alega la vulneración de
su derecho constitucional al trabajo por cuanto considera que la Universidad de
Guayaquil la mantuvo en una situación irregular, lo cual generó que se inobserve
la Ley de la Federación Ecuatoriana de Psicólogos Clínicos para el Ejercicio,
Perfeccionamiento y Defensa Profesional del Psicólogo Clínico, así como otras
normas referentes al derecho a la salud.

En tal sentido, la actora a través de la presentación de la acción de protección,
pretendía que la justicia constitucional regularice su situación en la Universidad
de Guayaquil, a fin de que la normativa infraconstitucional sea respetada.

Por lo expuesto, la accionante solicitó a la justicia constitucional que regularice
su situación laboral mediante el análisis de la normativa infraconstitucional, lo
cual evidencia que el asunto sometido a conocimiento de la justicia
constitucional, no correspondía ser resuelto mediante esta vía.

Al ser así la acción de protección no se constituía en la garantía idónea a fin de
garantizar la aplicación de normas jurídicas, puesto que esta acción nace y existe
para proteger derechos constitucionales, más no para invadir escenarios que
corresponden ser conocidos por la justicia ordinaria. En consecuencia, la Corte
Constitucional concluye que la pretensión de la actora de la acción de protección
corresponde a un asunto de naturaleza legal, más no constitucional.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional
expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Declarar la vulneración del derecho constitucional al debido proceso en la
ía de la motivación.

rte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 204-16-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 1153-11-EP.
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2. Aceptar la acción extraordinaria de protección presentada.

3. Como medidas de reparación integral se dispone:

3.1. Dejar sin efecto la sentencia dictada el 23 de agosto del 2010 a las
11:30, por el Juzgado Décimo Segundo de la Famüia, Mujer, Niñez y
Adolescencia del Guayas, dentro de la acción de protección N.° 1014-
2010.

3.2. Dejar sin efecto la sentencia dictada el 18 de noviembre de 2011, por
la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de
Justicia del Guayas.

4. En consecuencia del análisis realizado, se dispone el archivo de la causa.

5. Notifíquese, publíquese y cúmplase.

Alfredo Ruiz (Juzman

PRESIDENTE

Razón: Siento por tal{ que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno
de la Corte Constitucional, con siete votos de las señoras juezas y señores jueces:
Francisco Butiñá Martínez, Pamela Martínez Loayza, Wendy Molina Andrade,
Marien Segura Reascos, Roxana Silva Chicaiza, Manuel Viteri Olvera y Alfredo
Ruiz Guzmán, sin contar con la presencia de las juezas Tatiana Ordeñana Sierra
y Ruth Seni Pinoargote, en sesión del 13 de julio del 2016. Lo certifico.

S?
JPCH/nibVv/dji



Corte
Constitucional
delecuador

CASONro. 0439-12-EP

RAZÓN.- Siento por tal, que la sentencia que antecede fue suscrita por el señor
Alfredo Ruiz Guzmán, presidente de la Corte Constitucional, el día miércoles 27 de
julio del dos mil dieciséis.- Lo certifico.
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RAZÓN.- Siento por tal que, en la ciudad de Quito, a los veintisiete días
del mes de julio de dos mil dieciséis, se notificó con copia certificada de
la sentencia 222-16-SEP-CC de 13 de julio del 2016, a los señores: Rector
de la Universidad de Guayaquil en la casilla constitucional 579 y correos
electrónicos asjuridica@ug.edu.ee; iosebaianap@hotmail.com;
r6germfilbigm@hotmail.com; jhoselina olivero(a).hotmail.com;
ab.marcogonzlez@hotmail.com; Elsa Isabel del Pozo Barrezueta en la
casilla judicial 1488 y correos electrónicos dr-ahrm@hotmail.com;
elsadelpozo2004{%vahoo.com.ar; Francisco Falquez Cobo, Director
Regional 1 de la Procuraduría General del Estado en la casilla
constitucional 018 y correo electrónico fcofalquez@hotmail.com;
Defensor del Pueblo del Ecuador en la casilla constitucional 024. A los

veintiocho días del mes de julio de dos mil dieciséis, al juez de la
Unidad Judicial Florida de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de
Guayaquil (ex Juzgado Décimo Segundo de Familia, Mujer, Niñez y
Adolescencia del Guayas), mediante oficio 4008-CCE-SG-NOT-2016; y,
jueces de la Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Corte Provincial de
Justicia del Guayas, mediante oficio 4009-CCE-SG-NOT-2016, a quienes
además se devolvió el expediente remitido a esta Corte; conforme consta
de los documentos adjuntos.- Lo certifico.- ___.--—-"""
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GUIA DE CASILLEROS CONSTITUCIONALES No. 0415

ACTOR
CASILLA

CONST1TU

CIONAL

DEMANDADO/TERCER INTERESADO
CASILLA

COHSTITU

CIONAL
NRO. DE CASO

FECHA DE

RESO. SENT.

DICT. PROV. O

AUTOS

VICENTE OLIVERO

ZAVALA MURILLO,
GERENTE GENERAL DE

LA CÍA.
INDUSTRIALIZADORA

POLIHIELITO S.A.

611

PROCURADOR GENERAL DEL

ESTADO
018

0022-11-IS
SENTENCIA DE

13 DE JULIO

DE 2016

GERENTE REGIONAL DE LA

CORPORACIÓN NACIONAL DE
ELECTRICIDAD CNEL S.A.

MANABÍ

387

Y

1131

ROBERTO JOSÉ

ROMERO VON

BUCHAWALD, DIRECTOR
PROVINCIAL DEL

GUAYAS DEL INSTITUTO

ECUATORIANO DE

SEGURIDAD SOCIAL,
IESS

005
PROCURADOR GENERAL DEL

ESTADO
018 0506-15-EP

SENTENCIA DE

20 DE JULIO

DE 2016

RECTOR DE LA

UNIVERSIDAD DE

GUAYAQUIL

579

PROCURADOR GENERAL DEL

ESTADO
018

0439-12-EP

SENTENCIA DE

13 DE JULIO

DÉ 2016DEFENSOR DEL PUEBLO DEL
ECUADOR

024

PROCURADOR GENERAL DEL
ESTADO

018

0005-12-IS

AUTO-

VERIFICACIÓN
DE

CUMPLIMIENT

O DE 21 DE

JULIO DE 2016

MINISTRO DE EDUCACIÓN 074

ROGER BYRON REVELO
BURBANO Y OTROS

349

PROCURADOR GENERAL DEL
ESTADO

018

0047-14-IN

AUTO-

VERIFICACIÓN
DE

CUMPLIMIENT

O DE 21 DE

JULIO DE 20Í6

ALCALDE Y PROCURADOR
METROPOLITANO DEL

MUNICIPIO DEL DISTRITO
METROPOLITANO DE QUITO

053

Total de Boletas: (14) CATORCE

www.corteconstitucional.gob.ee

'TÁáríene Mendieta M.
ASISTENTE CONSTITUCIONAL

SECRETARÍA GENERAL

Quito, D.M., 27 de julio del 2016
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ACTOR

ARMANDO EDMUNDO
POZO SANTILLÁN Y'

OTROS

CASILLA

JUDICIAL

5283

T DEMANDADO/
TERCER INTERESADO

GERENTE REGIONAL DE

LA CORPORACIÓN
NACIONAL DE

ELECTRICIDAD CNEL

S.A. MANABÍ

ELSA ISABEL DEL POZO

BARREZUETA

BETTI LUCÍA REQUENA
PEÑA, MARÍAJOSEFINA

CHALÁN CEVALLOS,
MARIANA SARANGO .

JUMBO, FANNY
MERCEDES PANAMITO

BECERRA, WASHINGTON
PARCEMON RODRÍGUEZ

RAMÍREZ, LUIS
GUILLERMO

ANGAMARCA MASACHE,
JOSÉ MARÍA

RODRÍGUEZ LUDEÑA,
MARÍA EUGENIA

GONZÁLEZ ORTEGA,
GLORIA MARÍA

BUSTAMANTE ÁLVAREZ
Y SANTOS MEDARDA

VARGAS SÁNCHEZ

BYRON AUGUSTO

TULCANAZO BARROS,
GERENTE Y

REPRESENTANTE LEGAL

DE LA COOPERATIVA DE
TAXIS "30 DE ABRIL"

ALCALDE Y

PROCURADOR

METROPOLITANO DEL

MUNICIPIO DEL

DISTRITO

METROPOLITANO DE

QUITO

CASILLA

JUDICIAL

6206

1488

5504

X

3004.

34

Nro. DE

CASO

0022-11-IS

0439-12-EP

0005-12-IS

0047-14-IN

FECHA DE

RESO. SENT.

DICT. PROV. O

AUTOS

SENTENCIA DE

13 DE JULIO DE

2016

SENTENCIA DE

13 DE JULIO DE

2016

AUTO-

VERIFICACIÓN
DE

CUMPLIMIENTO

DE 21 DE JULIO

DÉ 2016

AUTO-

VERIFICACIÓN
DE

CUMPLIMIENTO

DE 21 DE JULIO

DÉ 2016

Total de Boletas: (08) Ocho Quito, D.M., 27 de julio del 2016
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Notificador3

De: Notificador3

Enviado el: miércoles, 27 de julio de 2016 16:26
Para: 'asjuridica@ug.edu.ec'; josebajanap@hotmail.com'; 'rogermfilbigm@hotmail.com';

'jhoselina_olivero@hotmail.com'; 'ab.marcogonzlez@hotmail.com'; 'dr-,
ahrm@hotmail.com'; 'elsadelpozo2004@yahoo.com.ar'; 'fcofalquez@hotmail.com'

Asunto: Notificación con la sentencia de 13 de julio de 2016
Datos adjuntos: 0439-12-EP-sen.pdf
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Quito D. M., 27 de julio del 2016
Oficio 4008-CCE-SG-NOT-2016

Señor juez
UNIDAD JUDICIAL FLORIDA DE FAMILIA, MUJER, NIÑEZ Y
ADOLESCENCIA DE GUAYAQUIL
(Ex Juzgado Décimo Segundo de Familia, Mujer, Niñez y
Adolescencia del Guayas)
Guayaquil.-

De mi consideración:

Para los fines legales pertinentes, remito copia certificada de la sentencia
222-16-SÉP-CC de 13 de julio de 2016, emitida dentro de la acción
extraordinaria de protección 0439-12-EP, presentada por Carlos Cedeño
Navarrete, rector dé la Universidad de Guayaquil, referente a la acción de
protección 09962-2010-1014, a fin de que se dé cumplimiento a lo
dispuesto en la parte resolutiva de la sentencia.

Atentamente,

e Pozo Chamorro

General

Anexo: lo indicado
JPCH/mmm
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CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE GUAYAS

VENTANILLA DE RECEPCIÓN DE ESCRITOS DE GUAYAQUIL

UNIDAD JUDICIAL FLORIDA DE FAMILIA, MUJER, NIÑEZ YADOLESCENCIA CON
SEDE EN EL CANTÓN GUAYAQUIL

Juez(a): DÍAZ BRIONES CARLOS ANTONIO

No. Proceso: 09962-2010-1014(1)

Recibido el dia de hoy, jueves veintiocho de julio del dos mil dieciseis , a las quince horas y
veinte minutos, presentado por CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR (SECRETARIO
GENERAL // JAIME POZO CHAMORRO), quien presenta:

* PROVEER ESCRITO,

En uno(1) fojas y se adjunta los siguientes documentos:

1. Escrito

2. ADJUNTA 11 ANEXOS CERTIFICADOS

EGA CARLOS JAVIER

SABLE DE SORTEOS
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Quito D. M., 27 de julio del 2016"
Oficio 4009-CGE-SG-NQT-2016

Señores jueces
SEGUNDA SALA DE LO CIVIL Y MERCANTIL
PROVINCIAL DE JUSTICIA DEL GUAYAS
Guayaquil.-

DE LA CORTE

De mi consideración:

Para los fines legales pertinentes, remito copia certificada de la sentencia
222 16-SEP-CC de 13 de julio de 2016, emitida dentro de la acción
extraordinaria de protección 0439-12-EP, presentada por Carlos Cedeño
Navarrete, rector de la Universidad de Guayaquil, referente a la acción de
protección 09112-2010-0732, a la vez devuelvo el expediente .original
constante en 03 cuerpos con 392 fojas útiles de primera instancia y 02
cuerpos con 126 fojas útiles desegunda'instancia, a fin de que se-dé
cumplimiento a lo dispuesto en la parte resolutiva de la sentencia.

Atentamente,

Anexo: lo indicado

JPCH/mmm

JaüAgíPczb Chamorro
retario General
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CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE GUAYAS

VENTANILLA DE RECEPCIÓN DE ESCRITOS DE GUAYAQUIL

SALA ESPECIALIZADA DE LO CIVIL DE LA CORTE PROVINCIAL DEL GUAYAS

Juez(a): DOCTOR MAYORGA CONTRERAS MARÍA GABRIELA

No. Proceso: 09112-2010-0732(1)

Recibido el dia de hoy. jueves veintiocho de julio del dos mil dieciseis . a las catorce horas y
catorce minutos, presentado por CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR - CON OFICIO
N° 4009-CCE-SG-NOT-2016 - JUICIO 0732-2010 EN CINCO CUERPOS . quien presenta:

* DEVOLUCIÓN DE PROCESO DE CORTE PROVINCIAL.

En cero(0) fojas y se adjunta los siguientes documentos:

1. Oficio

EDUARDO LUIS

E DE SORTEOS


